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ANALISIS DEL SISTEMA REGISTRAL COSTARRICENSE

Lic. Orlando López Cortés.

1) Insuficiencia de la intervención notarial y judicial respecto a la descripción de los inmuebles:

El sistema registral costarricense basado fundamentalmente en el Registro Público, no garantiza
plenamente el derecho de propiedad inmueble. Si bien, los procedimientos empleados para la inscripción
registral, son ajustados en buena medida a lo que las leyes establecen, concretamente el Reglamento del
Registro Público (i) —por cierto, bastante desactualizado—, que de manera detallada regula la forma de
llevarse a cabo la misma, lo cierto es que el sistema empleado en nuestro medio para describir la realidad
física inmobiliaria (naturaleza, situación, linderos, etc.), es el que falla en perjuicio de la garantía del
derecho de propiedad.

Si destacamos en cuanto al derecho de propiedad inmueble, dos aspectos importantes, cuales son:
a) el OBJETIVO o físico, es decir, la cosa u objeto material sobre el cual recae el derecho, en otras
palabras, el terreno; y b) el SUBJETIVO o sea el conjunto de prerrogativas y facultades, así como de
deberes que tiene el titular de ese derecho con relación a un inmueble determinado, podemos decir en
cuanto a este último, que la información que aparece en los libros del Registro sí cuenta con lagarantía de
un procedimiento legal en donde se destacan fundamentalmente la labor notarial y la judicial que le da
respaldo. No ocurre así con el primer aspecto.

El notario, de acuerdo con nuestro sistema de notariado latino, es considerado como "el profesional
del Derecho encargado de una función pública consistente en recibir, interpretar y dar forma legal a la
voluntad de las partes, redactando los instrumentos adecuados a ese fin (confiriéndoles autenticidad),
conservar los originales de estos y expedir copias que den fe de su contenido" (2). Por otro lado, su
función, para mayor seguridad y garantía, se encuentra revestida de una potestad conferida por el Estado,
denominada fe pública notarial (3) y considerada como "la potestad de infundir certeza a actuaciones,
hechos y actos jurídicos, robusteciéndolos con una presunción de verdad por medio de la autenticidad
conferida a los documentos que los prueban. Supone la verdad oficial cuya creencia se impone" (4).
Quiere decir, que el notario como abogado que es en nuestro sistema (5) cuenta con todos los conoci-

(1) Reglamento del Registro Público. Dec. Ejec. No. 15 de 3 de Mar., 1943; reformado porDec. EJec. Nos. 109 de 15
Jun., 1951; 11 de 4 de Mar., 1953; 30 de 17 Jul., 1956; 67 de 23 Dic., 1959; 71 de 27 Sel.. 1963 y 9 de 4 Ag.,
1966.

(2) "Primer Congreso de la Unión Internacional del Notariado Latino, Buenos Aires", 1948, I, p. 184. Se ha agregado
entre paréntesis la autenticación que, en el despacho aprobado por el Congreso, ocupa un párrafo aparte". Citado
por SALAS, OSCAR A. Derecho Notarial de Centroamérlca y Panamá (Editorial Costa Rica, 1973), p. 60.

(3) Ley Orgánica del Notariado, Art. lo: "La persona autorizada para ejercer el notariado tiene fepública cuando...".
(4) Supra nota 2. p. 91.

(5) Supra nota 3, el art. 3o. entre otros requisitos para optar al título de notario establece el de ser abogado.
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